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ACTA No. 0018 del 20 de Marzo de 2009
Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Gloria Elcy Giraldo Hernández contra el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira que pretende la protección de los  derechos fundamentales al debido proceso y a los derechos adquiridos.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:
Pretende la accionante a través de éste medio de protección constitucional que se requiera al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, para que autorice la entrega del título judicial que existe a favor de ella o a quien la represente judicialmente.
II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata de la señora Gloria Elcy Giraldo Hernández, identificada con la cédula de ciudadanía N° 42.080.254 expedida en Pereira.

III. AUTORIDADES ACCIONADAS

Se trata del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, en cabeza de la doctora Sandra Inés Castro Zuluaga, o quien haga sus veces.
IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso y a los derechos adquiridos.

V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta el accionante a través de su apoderado que el Juzgado accionado dentro de un proceso ordinario laboral condenó al Instituto de Seguros Sociales a pagar la suma de $ 8´215.410.95 luego de declarar la existencia de una relación laboral entre las partes.
Que el 25 de octubre de 2007, presentó ante el ISS la respectiva cuenta de cobro a efectos del cumplimiento de la sentencia y a inicios del presente año, dicha entidad informó que había consignado el valor de la condena a ordenes del Juzgado que la profirió.

En razón de ello, el 16 de febrero de 2009 se solicitó al Juzgado el pago del titulo judicial, pero mediante providencia del 17 de febrero se abstuvo de autorizar el pago bajo el argumento de que el valor consignado no corresponde al valor de la condena, decisión que fue recurrida, pero resuelta desfavorablemente aduciendo que se trataba de un auto de sustanciación no susceptible de recursos.

La negativa del juzgado es una clara vía de hecho violatoria del derecho fundamental al debido proceso y a los derechos adquiridos. 

VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Una vez notificada de la existencia del presente medio de protección, la señora Jueza Tercera Laboral del Distrito Judicial de esta ciudad, allegó escrito en el que manifiesta sucintamente lo siguiente:
La negativa de entrega del título judicial detallado por la accionante tuvo lugar por la diferencia entre el monto por el que había sido constituido dicho depósito judicial y la condena impuesta dentro del proceso ordinario laboral a la entidad que lo consignó – Instituto de Seguros Sociales, por lo que era deber del Juzgado asumir una actitud de cuidado para evitar situaciones futuras que puedan comprometer su responsabilidad, hasta el punto de acarrearle consecuencias penales o disciplinarias, no se trató entonces de una conducta caprichosa ni violatoria del debido proceso y mucho menos se buscó dilatar el tramite o la entrega del depósito judicial. Finaliza manifestando que no se intentó el fraccionamiento del título porque la petición de pago comprende la totalidad del valor consignado.
VII. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
a. ¿Se configura una vía de hecho cuándo un funcionario judicial se abstiene de ordenar el pago de un depósito judicial constituido por la parte condenada dentro de un proceso por existir diferencia entre el valor de la condena impuesta y el valor consignado?
Arguye la accionante la violación de sus derechos fundamentales al debido proceso y a los derechos laborales adquiridos por una clara vía de hecho en que incurrió la señora Jueza Tercera Laboral de Circuito de esta ciudad, ante la decisión adoptada mediante proveído de fecha 17 de febrero de 2009, mediante el cual dispuso el no pago de un depósito judicial.
En primer lugar ha de manifestarse que por regla general la acción de tutela no procede contra decisiones judiciales, sin embargo cuando con ellas, el funcionario judicial desconoce o vulnera derechos de rango constitucional, es procedente la interposición de la misma para sanear la presunta irregularidad de la providencia.

La H. Corte Constitucional, ha determinado que para que sea procedente la acción de tutela contra providencias judiciales, por ocasión de vías de hecho, deben ser comprobados los siguientes requisitos
:
(i) Que la conducta del Juez carezca de fundamento legal.

(ii) Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad judicial.

(iii) Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales, de manera grave e inminente. 

(iv) Que no exista otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en cuanto a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata del derecho fundamental violado o amenazado.

Adicional a lo anterior, la misma Corporación ha detallado las diferentes vías de hecho que existen, de donde tenemos las siguientes:
1. Defecto Sustantivo: Cuando el juzgador apoya su decisión en una norma claramente inaplicable al caso que se examina, bien sea porque dicha disposición perdió su vigencia, porque su aplicación resulta inconstitucional, o porque el contenido del precepto normativo no guarda relación de conexidad material con los supuestos fácticos a los cuales se ha aplicado.

2. Defecto Fáctico: Cuando las pruebas que obran en el proceso y que sirvieron de fundamento al fallador para proferir la decisión, resultan absolutamente inadecuadas, ya sea por ineptitud jurídica o por simple insuficiencia material.

3. Defecto Orgánico: Cuando la autoridad que tiene a su cargo la dirección del proceso y profiere la providencia no tiene competencia para ello.

4. Defecto Procedimental: Es el que se origina en la desviación de las formas propias del proceso, es decir, se actuó completamente al margen del procedimiento.
Para esta Colegiatura es claro que con la negativa de la señora Jueza Tercera Laboral de este Distrito Judicial, al emitir un pronunciamiento negativo en relación con el pago del depósito judicial constituido en esa célula judicial a favor de la señora Gloria Elsy Giraldo por el Instituto de Seguros Sociales, bajo el argumento de existir una diferencia entre el valor consignado y la condena impuesta dentro del proceso laboral que se tramitó entre esas mismas partes, se incurrió en una vía de hecho de carácter procedimental, toda vez que, no existe legislación que faculte al funcionario judicial para retener títulos judiciales cuando se presenten esas especiales circunstancias, lo que permite concluir que la actitud desplegada por la señora Juez, no posee ninguna clase de sustento legal. 
Aunado a lo anterior, la funcionaria no podía desconocer con su actitud, que era voluntad del Instituto de Seguros Sociales cancelar el valor respectivo a favor de la accionante, máxime si con ello, buscaba evitar la sumatoria de intereses moratorios por no haber cancelado el valor de la condena previamente impuesta por ese despacho.
No obstante, si por el desempeño de las funciones públicas desempañadas  por la funcionaria, era su deber proteger los intereses financieros del Estado (como se aduce en la contestación de la acción), se debió realizar los cálculos matemáticos respectivos de acuerdo a las piezas procesales del expediente en el que se impuso la condena (y que además se encontraba en su despacho) para establecerse el valor adeudado y hecho lo anterior proceder  a fraccionar el respectivo título judicial para pagar lo que corresponde al trabajador y reintegrar el saldo al ISS. En cambio negarse a pagar porque en sentir del Despacho el depósito judicial sobrepasa el valor adeudado – lo que de suyo seguramente implicó liquidar el crédito- pone en estado de indefensión a la parte interesada ante la falta de recursos contra dicha decisión y en todo caso constituye una vía de hecho, no sólo porque no se encuentran razones legales ni fácticas que respalden esa actitud, sino porque existía otra vía (como el fraccionamiento del título) que satisfacía (así sea parcialmente) el interés de las dos partes: para el Instituto de Seguros Sociales pagar lo adeudado y para el trabajador recibir lo que se le adeudaba.


Por lo precedentemente anotado, se colige que efectivamente el juzgado accionado incurrió en una vía de hecho que vulneró los derechos invocados por la accionante, por lo que es del caso proceder a la protección de los mismos ordenando a la señora Jueza Tercera Laboral de Pereira a través del empleado que corresponda, que efectúe la liquidación de los intereses y demás haberes a que haya lugar dentro del proceso ordinario laboral de la accionante contra el ISS y con base en la condena allí impuesta, y el valor que se produzca después de ello, sea cancelado a la señora Giraldo Hernández directamente o a través de apoderado judicial, y la cuantía que sobrepase la liquidación sea reintegrada al Instituto de Seguros Sociales, para lo cual procederá con el fraccionamiento del depósito judicial constituido por esta entidad.
Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VIII. RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados a la señora GLORIA ELSY GIRALDO HERNANDEZ, por el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena a la señora Jueza Tercera Laboral de Pereira, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia y a través del empleado que corresponda, efectúe la liquidación de los intereses y demás haberes a que haya lugar dentro del proceso ordinario laboral de la accionante contra el ISS, con base en la condena allí impuesta, y el valor que se produzca después de ello, sea cancelado a la señora Giraldo Hernández directamente o a través de apoderado judicial, y la cuantía que sobrepase la liquidación sea reintegrada al Instituto de Seguros Sociales, para lo cual procederá al el fraccionamiento del depósito judicial constituido por esa entidad.
TERCERO: Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

CUARTO:
En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNAN MEJIA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia T-327/1994. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. Corte Constitucional.
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